
Orden comunicada, de 25 de enero de 
2005, por la que se determinan los 
expedientes que deberán ser 
informados preceptivamente por el 
Consejo de Obras Públicas 

 
La Ley Orgánica 3/1994, de 28 de 

diciembre, por la que se modifica la Ley 
Orgánica 3/1980, de 22 de abril, del 
Consejo de Estado, limita la emisión del 
dictamen preceptivo del Alto Cuerpo 
Consultivo, por lo que respecta a las 
reclamaciones formuladas ante la 
Administración General del Estado en 
concepto de indemnización de daños y 
perjuicios, a aquéllas de cuantía igual o 
superior a seis mil euros. 
 
 La innovación introducida por la Ley 
Orgánica aconseja, asimismo, precisar el 
régimen de funcionamiento del Consejo de 
Obras Públicas, sin detrimento en cualquier 
caso de las garantías del procedimiento 
cuando su informe técnico resulte 
pertinente, adecuando a lo previsto en 
dicha Ley Orgánica el umbral que para la 
emisión preceptiva de informe por parte del 
Consejo de Obras Públicas en los 
expedientes de responsabilidad patrimonial 
estableció la Orden Comunicada del 
Ministro de Fomento de 25 de octubre de 
1999. 
 
 En su virtud, considerando la naturaleza 
y entidad de los asuntos en los que, de 
conformidad con el Reglamento del 
Consejo de Obras Públicas, aprobado por 
Orden del Ministro de la Presidencia de 30 
de septiembre, procede recabar el informe 
de dicho órgano colegiado, he resuelto: 
 

 
Primero. Deberán someterse preceptiva-

mente a informe del Consejo de Obras 
Públicas los expedientes incluidos en el 
artículo 4.1.j) de su Reglamento (aprobado 
por Orden del Ministro de la Presidencia de 
30 de septiembre de 1999). 

 
Segundo. La consulta al Consejo de 

Obras Públicas será, en consecuencia, 
potestativa, de conformidad con el artículo 
4.2 del mencionado Reglamento, en los 
expedientes de reclamaciones 
patrimoniales, en concepto de daños y 
perjuicios, en los que el importe de lo 
reclamado sea inferior a seis mil euros. En 
el caso de que hubiera varios damnificados 
o se acordara la acumulación de 
expedientes se computará, a los efectos 
indicados, la suma de los importes de todas 
las reclamaciones formuladas. 
 

Tercero. Queda derogada la Orden 
comunicada del Ministro de Fomento, de 25 
de octubre de 1999, por la que se 
determinan los expedientes que deberán 
ser informados preceptivamente por el 
Consejo de Obras Públicas. 
 
 

Madrid, 25 de enero de 2005 
 

LA MINISTRA DE FOMENTO 
Magdalena Álvarez Arza 

 
Excmo. Sr. Secretario de Estado de 

Infraestructuras y Planificación, Ilmos. e 
Ilmas. Sres. y Sras. Subsecretaria, 
Secretario General de Infraestructuras, 
Secretario General de Transportes, 
Directores Generales y Secretario General 
Técnico del Departamento, Presidentes y 
Directores de Organismos Públicos 
Adscritos al Departamento. 
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Orden comunicada, de 26 de abril de 2006,  
por la que se establecen instrucciones para 
la tramitación de las reclamaciones de 
responsabilidad  patrimonial 

 
El instituto de la Responsabilidad 

Patrimonial de la Administración, reconocido 
por los artículos 9.3 y 106.2 de la 
Constitución, está regulado por el Título X de 
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 
Régimen Jurídico de las Administraciones 
Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común y por el Reglamento de los 
Procedimientos de las Administraciones 
Públicas en materia de Responsabilidad 
Patrimonial, aprobado por el Real Decreto 
429/1993, de 26 de marzo. 

 
Al objeto de tramitar con criterios de 

homogeneidad los expedientes de 
responsabilidad patrimonial del Ministerio de 
Fomento, en fecha 29 de septiembre de 
1998 se dictó la “Orden Comunicada por la 
que se establecen instrucciones para la 
tramitación intradepartamental de las 
reclamaciones de responsabilidad 
patrimonial”, mediante la cual se regulaba la 
actuación de las Unidades Departamentales 
que intervenían en la tramitación de 
expedientes indemnizatorios. 

 
Asimismo, con fecha 31 de mayo de 1999 

el Excmo. Sr. Ministro de Fomento dictó 
Instrucciones complementarias en desarrollo 
de la Orden anterior, relativas a la 
comunicación de iniciación de expedientes 
prevista en el artículo 42.4 de la Ley 
30/1992, de 26 de noviembre. 

 
El incremento que se produjo en el 

número de reclamaciones patrimoniales de 
la Administración sustanciadas ante el 
Ministerio de Fomento, hizo necesario 
reestructurar las unidades de gestión que 
tramitan estos procedimientos. En tal 
sentido, con fecha 5 de junio de 2002 se 
dictó la Resolución conjunta de las 
Subsecretarías de los Ministerios de 
Fomento y de Administraciones Públicas, por 
la que se dictan instrucciones, en materia de 
procedimientos de responsabilidad 
patrimonial, a las Áreas Funcionales de 
Fomento de determinadas Delegaciones de 
Gobierno. 

 
El objetivo de dicha Resolución fue 

conseguir la colaboración de las Áreas 
Funcionales de Fomento de las 
Delegaciones del Gobierno de las 
Comunidades Autónomas de Andalucía, 
Aragón, Cantabria, Castilla y León, Castilla-

La Mancha, Cataluña, Extremadura, Galicia, 
La Rioja, Madrid, Principado de Asturias, 
Región de Murcia y Comunidad Valenciana 
en la tramitación de los procedimientos y en 
la formulación de las correspondientes 
propuestas de resolución, referentes a las 
reclamaciones de indemnización formuladas 
al amparo del artículo 139 de la Ley 30/1992, 
de 26 de noviembre, en relación con los 
daños derivados del servicio público de 
carreteras de titularidad estatal que discurran 
por la correspondiente Comunidad 
Autónoma, cuando el importe de la 
indemnización reclamada no supere la 
cantidad de doce mil euros. Todo ello bajo la 
supervisión y coordinación de la Secretaría 
General Técnica del Ministerio de Fomento, 
a través de la Vicesecretaría General 
Técnica (Área de Responsabilidad 
Patrimonial). 

 
Pese a la importancia que han tenido las 

anteriores medidas para agilizar la 
tramitación de las solicitudes de 
indemnización, el continuo incremento en el 
número de las mismas hace necesaria la 
revisión del modelo vigente en todos sus 
aspectos, tanto organizativos como 
tecnológicos y procedimentales. 

 
El desarrollo continuo que experimentan 

las nuevas tecnologías hace posible el 
diseño e implementación de un nuevo 
programa informático que facilite tanto la 
gestión de las solicitudes como el control de 
las mismas. En las solicitudes de tramitación 
más sencilla (aquellas en las que se solicita 
una indemnización de importe inferior o igual 
a 6.000€) se logran superiores niveles de 
eficacia y eficiencia: el elevado número de 
solicitudes que responden a una misma 
causa permite la tramitación simultánea de 
todas ellas, con la consiguiente reducción en 
los tiempos de instrucción y resolución. 

 
En consecuencia se hace necesario 

actualizar las normas internas reguladoras 
de la tramitación de los expedientes de 
indemnización patrimonial del Departamento. 

 
En su virtud, y teniendo en cuenta lo 

previsto en el artículo 21 de la Ley 30/1992, 
he resuelto que en los expedientes 
relativos a las reclamaciones en que los 
particulares soliciten indemnizaciones por 
daños o perjuicios que atribuyan al 
funcionamiento de los Servicios del 
Departamento, las Unidades que en ellos 
intervengan habrán de actuar de acuerdo 
con las siguientes 
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INSTRUCCIONES 

 
1.- Órgano Instructor 
 

De acuerdo con lo establecido en el 
artículo 12.1.i del Real Decreto 1476/2004, 
de 18 de junio, por el que se desarrolla la 
estructura orgánica básica del Ministerio de 
Fomento, el Órgano Instructor de estos 
expedientes es la Secretaría General 
Técnica, correspondiéndole la realización 
de cuantos trámites sean necesarios para 
ello, así como la elaboración de las 
correspondientes propuestas de resolución, 
actuaciones que realizará a través de la 
Vicesecretaría General Técnica (artículo 
12.3 del Decreto de Estructura Orgánica 
antes citado) y del Área de 
Responsabilidad Patrimonial, a la misma 
adscrita. 
 

Para una adecuada tramitación de los 
expedientes, el Área de Responsabilidad 
Patrimonial, en el ejercicio de sus funciones 
instructoras, podrá requerir de los Servicios 
Centrales y Periféricos del Departamento 
cuantos informes y actuaciones considere 
necesarios, debiendo éstos prestar la 
colaboración que se les solicite. 
 

Toda la información a los reclamantes 
sobre el estado de tramitación de sus 
expedientes se facilitará por la 
Vicesecretaría General Técnica. 
 
 
2.- Remisión de las Reclamaciones 
 

2.1.- Las Demarcaciones, Áreas de 
Fomento o Unidades Periféricas en las que 
se presenten reclamaciones de 
responsabilidad patrimonial de la 
Administración remitirán, en el plazo 
máximo de 10 días, al Área de 
Responsabilidad Patrimonial de la 
Secretaría General Técnica, la reclamación 
recibida con su documentación, 
acompañando en su caso el informe 
preceptivo a que se hace referencia en el 
apartado 2.2 de esta Orden. 
 

2.2.- Si los hechos por los que se 
reclama hacen referencia a una materia de 
la competencia de la Unidad o Servicio en 
que se reciba la reclamación, éstos 
deberán acompañar, junto a la reclamación 
recibida y siempre dentro del plazo 
señalado de diez días, un informe completo 
sobre el contenido de la reclamación, en el 
que deberán pronunciarse, de forma clara y 

precisa, sobre los siguientes extremos, 
cuando procedan según el contenido de las 
reclamaciones: 
 
a) Realidad y certeza del evento lesivo 

causante de los daños, con indicación 
expresa del lugar y fecha de 
producción, así como de cualquier otra 
circunstancia que pudiera haber sido 
relevante en su origen o desarrollo. 

 
b) Existencia, o no, de una relación de 

causalidad entre el funcionamiento del 
Servicio Público y los daños por los que 
se reclame. En los casos en que se 
tuviera constancia de que la 
responsabilidad es atribuible a otras 
Administraciones o entidades 
dependientes del sector público, se 
hará constar así en el informe. 

 
c) Concurrencia de fuerza mayor, de 

actuación inadecuada del perjudicado o 
de un tercero, o incidencia de cualquier 
otro elemento ajeno al Servicio Público 
que pudiera romper el eventual nexo de 
causalidad entre el mismo y los daños 
sufridos. Especialmente se indicará la 
intensidad en la utilización de la vía a la 
hora en que se produjeron los hechos. 

 
d) Descripción de las actuaciones 

previamente realizadas por la 
Administración que pudieran tener 
conexión con el asunto: existencia de 
expediente expropiatorio, de 
autorizaciones o licencias, etc. En tales 
casos, se remitirán los antecedentes 
documentales correspondientes. 

 
e) Indicación de las actuaciones seguidas 

con ocasión de los hechos 
denunciados o con posterioridad a los 
mismos: modificación de trazado o 
señalización de la carretera, mejora de 
firmes, etc. Igualmente, se informará de 
las actuaciones realizadas por otros 
Órganos o Administraciones, si se 
tuviera conocimiento de ellos: 
existencia de atestado policial, apertura 
de procedimiento judicial, etc. En caso 
de disponerse de ella, se remitirá 
también esta documentación. 

 
f) Aspectos técnicos a tener en cuenta en 

la producción del daño con remisión, en 
su caso, de planos, proyectos u otros 
documentos técnicos. 

 
g) Cuantificación económica de los daños 

sufridos, con pronunciamiento, en su 



caso, sobre la cuantificación realizada 
por el reclamante. 

 
h) Existencia de empresa contratista de 

las obras o encargada de su 
mantenimiento a la que pudiera 
imputarse algún grado de 
responsabilidad en los daños 
denunciados. En tal caso, indicación de 
su nombre y dirección (lo mismo para 
empresas concesionarias de un 
Servicio Público). Asimismo se 
señalará expresamente la hora en que 
se realizó el último recorrido por el 
lugar de los hechos antes de que se 
produjesen los mismos. 

 
 
3.- Instrucción de los Expedientes 
 

Los Servicios Periféricos y demás 
Unidades del Departamento seguirán las 
indicaciones que reciban del Área de 
Responsabilidad Patrimonial, para la 
realización de los trámites que sean 
necesarios para una adecuada instrucción 
del expediente.  
 

Salvo indicación en sentido contrario 
de la Unidad Instructora, los trámites que 
se encomienden o soliciten por la misma a 
otras Unidades o Servicios del 
Departamento se llevarán a cabo por éstos 
en el plazo máximo de treinta días, salvo la 
emisión de informes, que deberán 
evacuarse en el plazo de diez días, de 
acuerdo con lo dispuesto en el art. 83.2 de 
la Ley 30/1992.  
 
 
4. Vista y audiencia 
 

Finalizada la instrucción del 
expediente y con carácter previo a la 
elaboración de la correspondiente 
“propuesta de resolución” se pondrá aquél 
de manifiesto al reclamante y, en su caso, 
a cualquier otro interesado que pudiera 
resultar afectado por la Resolución que en 
su día se dicte, de acuerdo con lo 
dispuesto en el artículo 11 del Reglamento 
aprobado por el R.D. 429/1993 y teniendo 
en cuenta, en su caso, las limitaciones a 
este derecho contempladas en el artículo 
37 de la Ley 30/1992. 
 

Este trámite se llevará a cabo, 
habitualmente, en la propia sede de la 
Unidad Instructora. Excepcionalmente, 
podrá realizarse en las dependencias 
periféricas del Departamento para mayor 

facilidad de los particulares. 
 

Al notificar a los interesados la 
iniciación de este trámite, se les facilitará 
copia, al menos, de los documentos e 
informes oficiales obrantes en el 
expediente y se les concederá un plazo no 
inferior a diez días ni superior a quince para 
que remitan a la Unidad Instructora las 
alegaciones que estimen pertinentes. 
 
 
5.- Elaboración de Propuestas y Emisión de 
Informes 
 

Corresponde al Órgano Instructor la 
elaboración de las correspondientes 
“propuestas de resolución” una vez 
finalizada la tramitación de los expedientes, 
así como requerir, con posterioridad a la 
elaboración de la propuesta, cuantos 
informes o dictámenes sean preceptivos o 
se consideren de utilidad (salvo los que 
deba emitir el Consejo de Estado que le 
serán solicitados por la Titular del 
Departamento, de acuerdo con la 
normativa de aplicación). 
 
 
6.- Tramitación Económica, Firma y 
Ejecución de las Resoluciones 
 

Recibidos los informes y dictámenes 
antes señalados y con carácter previo a la 
firma por el Titular del Departamento de las 
Resoluciones que conlleven el pago de una 
indemnización, el Órgano Instructor, 
requerirá de la Dirección General o Unidad 
del Departamento que corresponda, en 
razón de la materia, la habilitación del 
crédito oportuno, con la subsiguiente 
expedición del correspondiente documento 
contable de retención de crédito (RC), que 
deberá ser enviado en el plazo de diez días 
al Área de Responsabilidad Patrimonial, 
para que obre en el expediente. A tal fin, 
las Direcciones Generales del 
Departamento realizarán las previsiones 
oportunas con ocasión de la confección de 
sus presupuestos anuales. 

 
Recibido el documento contable de 

retención de crédito (RC) se remitirá el 
expediente por el Órgano Instructor, para 
su fiscalización previa, a la Intervención 
Delegada del Departamento o a la 
Intervención General de la Administración 
del Estado, tras lo cual elevará al Titular del 
Departamento la Resolución 
correspondiente para su firma, si procede. 

 



Firmada la Resolución por el Titular 
del Departamento, el Área de 
Responsabilidad Patrimonial procederá a 
notificar la Resolución recaída a los 
interesados, con los apercibimientos 
legales correspondientes, así como a 
comunicarla a los Servicios del 
Departamento a los que pueda afectar y a 
los Órganos que hayan informado el 
expediente o que deban intervenir en su 
efectiva ejecución. 

 
Corresponderá a las Direcciones 

Generales que hayan habilitado el crédito 
presupuestario, realizar las actuaciones 
precisas para el pago efectivo al 
perjudicado de la indemnización acordada 
(autorización del gasto, ordenación del 
pago, comunicación al Tesoro, etc.); 
actuaciones que deberán realizarse en el 
plazo máximo de treinta días. 
 
 
7.- Responsabilidad de Empresas 
Contratistas 
 

En aquellos casos en que, planteada 
una reclamación administrativa, la 
responsabilidad de los daños alegados 
pudiera ser atribuible, en todo o en parte, a 
un Contratista, la Unidad Instructora dará 
audiencia del expediente al Contratista 
para que presente alegaciones sobre las 
que posteriormente se pronunciará la 
propuesta de resolución, en la que, si 
procede, se declarará la responsabilidad 
patrimonial de la Administración. 

 
Lo dispuesto en el párrafo anterior se 

entiende sin perjuicio de lo establecido en 
el artículo 97 de la LCAP. 
 
 
8.- Responsabilidad Patrimonial de las 
Autoridades y Personal del Departamento 
 

En los casos en que con ocasión de la 
sustanciación de un expediente de 
responsabilidad patrimonial aparezcan 
elementos de los que pudiera deducirse la 
procedencia de exigir, o repetir, la 
responsabilidad patrimonial que 
corresponda sobre cualquier autoridad o 
personal del Departamento, la Secretaría 
General Técnica lo pondrá en conocimiento 
de la Subsecretaría, a los efectos 
oportunos y, en particular, por si decidiera 
ordenar a la Inspección de Servicios la 
incoación del expediente previsto al efecto 
en el artículo 21 del Reglamento aprobado 
por el Real Decreto 429/1993. 

 
 
9.- Reclamaciones dirigidas a Organismos 
Autónomos o a Entidades Públicas 
Empresariales adscritos al Departamento 
 

En aplicación del artículo 65 de la Ley 
14/2000, de 29 de diciembre, de medidas 
fiscales, administrativas y del orden social, 
corresponde a los Consejos de 
Administración de las entidades públicas 
Autoridades Portuarias, Aeropuertos 
Nacionales y Navegación Aérea, 
Administrador de Infraestructuras 
Ferroviarias, Renfe-Operadora y Ente 
Público Ferrocarriles de Vía Estrecha, 
resolver los procedimientos de 
responsabilidad patrimonial a que se refiere 
el artículo 142 de la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre. 

 
Los restantes Organismos Públicos 

adscritos al Departamento que no tuvieran 
estatutariamente reconocida la facultad de 
resolver reclamaciones patrimoniales, 
iniciarán e instruirán los procedimientos de 
responsabilidad patrimonial en materia de 
su competencia, remitiendo la propuesta de 
resolución a la Secretaría General Técnica 
del Departamento para que por la misma 
se recaben los preceptivos dictámenes 
previos a que por la Ministra de Fomento 
se dicte la oportuna Resolución. 
 
 
10.- Cumplimiento de Términos y Plazos 
 

La vigente regulación del 
Procedimiento Administrativo es 
especialmente rigurosa en lo que se refiere 
al cumplimiento de los plazos y términos, 
llegando a establecer en el artículo 41 de la 
Ley 30/1992, la responsabilidad personal 
del funcionario o Autoridad que no velase 
por el cumplimiento de los mismos. Por 
ello, un reiterado incumplimiento de los 
plazos previstos para la remisión al Área de 
Responsabilidad Patrimonial de las 
reclamaciones que se reciban o de los 
informes o actuaciones que por las 
Unidades Instructoras se soliciten podrá 
dar lugar a que tales hechos se pongan en 
conocimiento de la Inspección de Servicios 
del Departamento a los efectos oportunos. 
 
 
 
 
11. Disposición Adicional 
 

La Orden Comunicada de 25 de enero 
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de 2005 por la que se determinan los 
expedientes que deberán ser informados 
preceptivamente por el Consejo de Obras 
Públicas se modifica en los siguientes 
términos: 

 
El apartado Primero quedará 

redactado del siguiente modo: 
 
“Primero.- Deberán someterse 

preceptivamente a informe del Consejo de 
Obras Públicas los expedientes incluidos 
en el artículo 4.1.j) de su Reglamento, 
aprobado por O.M. de 30 de septiembre de 
1999, con excepción de los relacionados 
con reclamaciones patrimoniales en 
concepto de daños y perjuicios, cualquiera 
que sea el importe de lo reclamado”. 

 
El apartado segundo quedará 

redactado del siguiente modo: 
 
“Segundo.- La consulta al Consejo de 

Obras Públicas será en consecuencia 
potestativa, de conformidad con el artículo 
4.2 del mencionado Reglamento, en los 
expedientes de reclamaciones 
patrimoniales en concepto de daños y 
perjuicios”. 
 
 
12. Disposición Transitoria 
 

Conforme a lo dispuesto en la Orden 
Comunicada de 21 de abril de 2003, las 
Áreas Funcionales de Fomento, tenían 
encomendada la tramitación de los 
procedimientos y la formulación de las 
correspondientes propuestas de resolución, 
referentes a las reclamaciones de 
indemnización formuladas al amparo del 
artículo 139 de la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, en relación con los daños 
derivados del servicio público de carreteras 
de titularidad estatal que discurran por la 
correspondiente Comunidad Autónoma, 
cuando el importe de la indemnización 
reclamada no supere la cantidad de doce 
mil euros, bajo la supervisión y 
coordinación de la Secretaría General 
Técnica del Ministerio de Fomento, a través 
de la Vicesecretaría General Técnica. 

 
Las Áreas Funcionales de Fomento 

continuarán con la instrucción de los 
expedientes que siguen en tramitación 
hasta que haya sido realizado el trámite de 
vista y audiencia. Dentro de los tres días 
siguientes a aquel en que finalice dicho 
trámite remitirán el expediente con todas 
las actuaciones realizadas al Área de 

Responsabilidad Patrimonial de la 
Vicesecretaría General Técnica. 

 
Las anteriores actuaciones habrán de 

realizarse antes del 1 de septiembre del 
2006. 
 
 
13. Disposición Derogatoria 
 

Quedan sin efecto las Ordenes 
Comunicadas de 29 de septiembre de 
1998, de 21 de abril de 2003 y cualquier 
otra Circular o Instrucción de Servicio que 
regule la tramitación de las Reclamaciones 
de Responsabilidad Patrimonial de la 
Administración. 
 
 
14. Entrada en Vigor 
 

La presente Orden Comunicada 
entrará en vigor el día siguiente al de su 
aprobación.  
 
 

Madrid, a 26 de abril de 2006 
LA MINISTRA DE FOMENTO, 

 
 
 
 

Magdalena Álvarez Arza
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